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Prólogo

			María del Carmen García Aguilar

			El presente que hoy nos caracteriza tiene la urgencia de transitar a un pensamiento y a una práctica que irrumpa las tragedias y la reducción de los saberes que nos conducen no solo a la predicción de la inevitabilidad, sino a la concreción del extermino de nuestro mundo como un “todo”, al igual que como nos enseñaron a pensarlo, como un mundo inacabable de desarrollo y libertades. Esta urgencia no se corresponde con un pensamiento que desafíe lo no nombrado, desde la magnitud de los destrozos del mundo actual, y es hora de reconocer que el futuro es una construcción no del “todo”, sino de “los muchos”, pero desde la diferencia, sea de escala espacial, individual o colectiva, cuyo nodo común es la lucha contra la fuerza del mercado que destruye a lo humano mismo.

			Sin duda, la enorme diferenciación estructural entre Estados —y al interior de cada uno de ellos— porta la extrema desigualdad material, por ello hay imperios en el mundo del Norte y pobres precarizados en el mundo del Sur, donde también hay una fragmentación y movilidad social e identitaria que le resulta amenazadora al mundo del Norte. El libro del doctor Juan Iván Martínez Ortega, Mujeres como sujetos políticos. Militancia y activismo en Chiapas, es un texto que tiene muchas aristas, pero el centro de preocupación es esa articulación entre pensamiento y realidad desde las diferencias, particularmente desde la historicidad política de los géneros en el mundo moderno, hoy desafiados por el paradigma del feminismo. Irrumpir el sentido de normalidad e inevitabilidad del pensamiento hegemónico es uno de sus cometidos; también lo es, desde una posición crítica, trascender los acomodos sistémicos devenidos de la “corrección política” que reiteradamente intenta desvanecer la potencia de pensamiento, realidad y acción de sus protagonistas para irrumpir esa realidad oscura del mundo moderno que le es histórica: la violencia patriarcal.

			El autor se sitúa en el campo de la investigación feminista, exigiéndose los sustentos que, para ser tal, plantea Harding (2002): los recursos empíricos y teóricos de las experiencias de las mujeres, un posicionamiento político en contra de la opresión de las mujeres y la exigencia de que quien investiga debe colocarse en el mismo plano en que coloca al objeto de estudio o a las personas con las que realiza la investigación. Estas exigencias le permiten argumentar o desbrozar la falacia de una postura androcéntrica e infértil de investigadoras y activistas que sostienen que los estudios por hombres sobre el feminismo registran un sentido de falsedad pues en tanto hombres no viven la experiencia fáctica de la subordinación, la discriminación y la violencia de las mujeres. En su caso, indica: “desde mi propia posicionalidad traslocalizacional, en los últimos años he sido estudioso del género y del feminismo”. Hay un posicionamiento como investigador que alude a la construcción de su experiencia vivencial con las mujeres desde el seno de la familia, la escuela, la universidad, los encuentros de “amigos”, entre otros, a partir de donde se despliega esa cultura sexuada, asumida como experiencias susceptibles de análisis que ensalzan o atemperan una visión generizada que tiende a la violencia verbal y estética con abierto sentido de dominio del género opuesto.

			Colocada en los nodos de la subordinación/discriminación/violencia de género en perjuicio de las mujeres, la estructura expositiva del texto se abre con una primera parte que, de manera pedagógica, ofrece el cómo, para qué y porqué de la investigación; su contenido es un planteamiento que alterna, con sentido transdisciplinario, la problematización de la investigación, articulando parcelas de la filosofía clásica, moderna y de la epistemología con las dimensiones teóricas y empíricas del orden moderno y sus crisis. Con rigurosidad ofrece capítulos relativos a las herramientas teórico-metodológicas y de trabajo de campo, y un estado de la cuestión que reconstruye el pensamiento metatéorico y teórico que hoy se sintetizan en el paradigma feminista, sin obviar el debate sobre sus alcances, limitaciones y desafíos.

			El capitulado también considera las tensiones de sus componentes analíticos y sus fundamentos filosóficos y epistémicos; hay referencias a los materiales que hacen posible que el paradigma del feminismo tenga los alcances que hoy tiene en el campo de las ciencias sociales y de las humanidades, sin obviar las pretensiones de construirse en un pensamiento social en sí mismo. 

			En los últimos capítulos se exponen los resultados de la investigación, esto es, la construcción de las mujeres como sujetos políticos en Chiapas. En la parte introductoria ya se había caracterizado a esa entidad, que, en tanto contexto y reconstrucción de su historia, lleva al reconocimiento de las tensiones del “tiempo social de Chiapas”, desde donde se producen procesos y fenómenos sociales y políticos definidos por un sentido de intemporalidad, de tiranteces entre materialidad y subjetividad que hace casi imposible la reconstrucción analítica de la reconversión de las mujeres como sujetos políticos, con teorías y objetivos precisos o sentido imperativo. Sin embargo, el autor desafía tal imposibilidad, retando también a sus futuros lectores.

			La presencia activa interna y externa de los movimientos genéricos y feministas, si bien socializan el nodo de la demanda de representación política de las mujeres, son elementos insuficientes para el objetivo concreto y correcto. De igual manera lo son las políticas que atemperan las disociaciones entre la realidad y el objetivo de una política paritaria formalmente instituida. Nuestro autor redirecciona la construcción de la investigación. Y lo hace desde los indicios o intersticios de la realidad de estudio, estableciendo una relación de contigüidad con un pensamiento crítico, o instituido como marco de referencia. Es un pensamiento que, al igual que con la realidad, exige identificar el tamaño de la potencia de conceptos y categoría que posibilitan el engarzamiento explicativo y comprensivo de las grandes y pequeñas tensiones que por sí mismas parecen irresolubles.

			Lo anterior dio pie para que en los capítulos en que se presentan los resultados, el trozo de realidad que se estudia, que articula la materialidad y la interseccionalidad de esta, permite generalizar, pero esta no necesariamente se explicita: en tanto implícita, la traducción, si ocurre o no, es del lector. De igual manera, las subjetividades —deseos, emociones, entre otras— no se las enuncia tal cual, si bien la acción y decisión de las mujeres de reconocerse y de que las reconozcan como sujetos políticos se sustenta en ellas. Ello no demerita que conceptos y categorías, en tanto dimensiones abstractas, exijan referencias de los hechos que visibilicen que estos tienen una aplicación y sostienen diferencias. 

			Lo anteriormente indicado es uno de los aportes más importantes del libro del doctor Juan Iván. Define de entrada su acercamiento al campo semántico que estructura una concepción de la política que escapa a la indiferenciación de su distinción, es decir, una estructura instituida en la que se definen las formas de acción política, sean regímenes, sistemas y subsistemas políticos, obviando el instituyente forjador del hacer política, esto es, lo político, que para Marchart (2009) escapa a la significación y se ensambla por la “relación” con un fundamento ausente, cuyo estado ontológico le imposibilita ser un fundamento último (2009, pp. 17-18).1

			Desde esta bifurcación de la política reconstruye ambos planos diferenciales, privando la centralidad de lo político, en tanto fundamento suplementario para la dimensión infundable de la sociedad, fundamento que se retira en el momento mismo en que se instituye lo social” (ibid., pp. 22-23). La política, en tanto posterior al momento de lo político, se instituye en el marco formal de la participación política, y se es sujeto político porque se participa de la política. 

			El autor realiza un ejercicio estratégico de revisión y análisis de conceptos clásicos de la política, identificando los cambios o puntos de inflexión sufridos a lo largo de su historia, recuperando el carácter de las tensiones derivadas de la realidad o del pensamiento. No es propiamente una estrategia comparativa, sino una narrativa analítica articuladora de lo viejo y lo nuevo con el fin de la comprensión del presente y sus posibilidades de futuro. Un ejercicio en donde, por supuesto, en cada capítulo la apuesta metatéorica y teórica transita al caso de estudio, el feminismo y el feminismo en Chiapas, inhibiendo toda posición que haga de la propuesta teórica una versión conspirativa e ideológica, pero sí un juego relacional articulado y abierto para identificar en las relaciones entre ambos campos la posibilidad de pensar desde lo político, sus horizontes posibles de futuro. En estos ejercicios, pese a la confianza del rumbo teórico y epistemológico asumido, está presente su escrutinio a la luz de la realidad y sus elementos socioespaciales y temporales. 

			Bajo esta perspectiva analítica, el acercamiento a conceptos y categorías del pensamiento clásico y moderno constituye un ejercicio en el que estos van hilando distintas escalas de espacio y tiempo en busca de acomodo y de rechazo que abren un abanico de tensiones, que jalonean interpretaciones antagónicas, que se convierten en ideologías, casi una mística en la lucha por la hegemonía, cuyo sentido de universalidad —uniformidad— es tanto el punto de partida del pensamiento sistémico —orden, razón, progreso— como el punto de ruptura de su concepción estática y unívoca, reconociéndosele formas de universalidad desde procesos contestatarios,2 sin obviar el riesgo, como indica Arditi (1997), al esencialismo de sus propios elementos. 

			La reconstrucción analítica de las mujeres como sujetos políticos en Chiapas se sitúa en la demanda de las mujeres por tener participación en la política partidista nacional, misma que en México ya ha sido formalmente decretada como cuota paritaria en el juego electoral de la representación política. Es una demanda vieja-nueva, emprendida por las mujeres, que se sostiene por el alcance de su universalidad como la expresión de irrupción de una participación política desigual de género, cuyo alcance en su particularidad es de naturaleza agonística, esto es, apela a los cambios y sus formas, no más allá de la dialéctica institución/instituyente (Arditi, 1997, p. 47).3 A este respecto, Arditi indica:

			Donde quiera que se establece, un sistema de cuotas es el resultado contingente de conflictos concernientes a la igualdad de género y los medios lograrla. El «llenado» del principio de igualdad basado en cuotas es contingente porque siempre pudo haber sido de otro modo y siempre puede ser modificado (ibid., p. 47).

			Este es el reto de una lucha que se asumió particular, pero que hoy muestra su sentido de universalidad en sus expresiones de acción y práctica. En la particularidad del feminismo este es el reto, pero también lo es el lidiar con las mediaciones de un pensamiento solo comprensible en su concreto, desde la configuración de tiempo y espacio. Juan Iván acomete ambos retos: la realidad de Chiapas y, en ella, el decir y hacer de las mujeres y su demanda de ser sujetos políticos que la realidad las coloca más allá de la representación política, aunque esta sea una de sus demandas primarias. 

			El libro invita a reflexiones sobre un espacio social, Chiapas —mundo del Sur—, que en pleno siglo XXI se define por un tiempo en el que convergen los tiempos del pasado, recreados en el siglo XX, siglo de la modernización y modernidad, y la pretensión de su continuidad en el presente-futuro. Por ello el tamaño de sus desafíos. El primero es el de remontar la violencia primera que es estructural, en la que los derechos fundamentales, establecidos por el ordenamiento jurídico, son una construcción discursiva imperativa que no aterriza en la práctica, generando una tensión en la que su “ausencia” pareciera anular la dimensión de la diferencia. En la lucha feminista no existe tal anulación. La demanda de los derechos fundamentales se articula a las exigencias de la particularidad de ser mujer que le dotan de materialidad e identidad. La trama argumentativa de esta relación de escalas no es un desafío menor, su urgencia reclama de las dimensiones de la potencia, la fuerza y el poder social, decantado en la noción de “posición negociadora” (Arditi, 1997, p. 50).

			Es esta noción, transversal en la narrativa analítica de la investigación del doctor Juan Iván, lo que le lleva a dimensionar sus elementos que, tanto en el seno de la exterioridad como en de la interioridad, reclaman un espacio compartido en el que se conjugan sus tensiones entre lo universal y lo particular —feminismo en— sin obviar que trasciende su particularidad, sea esta “un nosotros mujeres” como grupo desde la identidad política feminista o “un nosotros político” ampliado social y espacialmente (ibid.).

			Si esta realidad local desvela la complejidad de su explicación y comprensión, cabe preguntarse ¿qué posibilidades existen para que pensamiento y teorías feministas interioricen en su estructura argumentativa la primera diferencia, entre el mundo del Sur y el mundo del Norte, esto es, la del lenguaje y el discurso predictivo de la realidad y su futuro? ¿Es esta diferencia una tensión del tiempo y el espacio que exige la construcción de una nueva epistemología? Si es así, ¿cuál sería su naturaleza?

			En el libro es visible que la naturalización de la práctica de opresión y de violencia sobre la mujer se traduce en un semillero de desconfianza y malestar activo cuando se asume la contraofensiva de la demanda de ser sujeto político en su ámbito local, invalidando de antemano toda experiencia de construcción social que reafirme lo que formalmente es jurídica y políticamente posible. Esta naturalización de la opresión coloca a las mujeres en un camino sinuoso. El libro da cuenta de un mosaico de realidades que difícilmente pueden explicarse desde la fronterización de las esferas de la sociedad, esto es, la política, la economía y lo social son un todo o su articulación es tan estrecha que es lo uno y lo otro, inexplicables desde el abanico teórico e ideológico liberal, radical y marxista. 

			En las conclusiones particulares del libro se reconocen la complejidad contextual y cultural de Chiapas; no obstante, por distintas vías se indica que el feminismo y su lucha es un pensamiento y un movimiento presente y activo. En su dimensión política, la lucha ya no es tanto legal, sino cultural y política, reconociéndose que el sistema de representación, hoy formalmente paritario, está mediado por una cultura política y social patrimonialista y elitista que conjuga una diversidad de acciones y estrategias para alterar los procesos y fines de su inclusión en los procesos electorales y en su entorno social. La compresión de entrevistas y trabajos de observación directa le permite clarificar e interrogar las tensiones de las teorías de la diferencia y las teorías de la desigualdad y su lógica masculina y, en paralelo, dibujar un mapa de tensiones que conjuga el ejercicio de la prognosis y el de las decisiones y acciones de las mujeres, que asumen como suya una identidad feminista. Para el autor, el pensamiento y práctica feminista y de género decantado en la sociedad chiapaneca es un proceso inconcluso, como lo es la dimensión de lo político; no obstante, cito unas líneas últimas que nos deja sobre la naturaleza de las opresiones de las mujeres: 

			Todas estas opresiones solo son posibles porque hay un entramado estructural que permite y tolera que suceda: en el campo de las ideas, de las instituciones y de las valoraciones sociales, por lo que común y cotidianamente cumplen con su función opresiva, pasando a veces desapercibidas o incuestionadas. Todo ello puede complejizarse aún más cuando las opresiones ocurren de manera intersectada (cursivas nuestras).
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			Notas

			
					[…] la política en el nivel óntico continúa siendo un régimen discursivo específico, un sistema social particular, una cierta forma de acción; mientras que, por otra parte, lo político asume en el nivel ontológico el rol de algo que es de una naturaleza totalmente distinta: el principio de autonomía política o el momento de institución de la sociedad.[…] Lo político, al igual que otras figuras de la contingencia y la infundabilidad tales como el acontecimiento, la verdad, lo real o la libertad, mora, por así decirlo, en el no-fundamento de la sociedad (ibid., p. 22). Regresar a la nota 1.


					Recuperando el planeamiento de Ranciere, para quien la universalidad no es ni el lugar de un fundamento o un ideal, ni el Eidos de la comunidad a la que oponen situaciones particulares, Arditi sostiene que “la dimensión, el hecho de que ésta sea consecuencia de una práctica que pone a prueba los universales al particularizarlos en una discusión que plantea el problema de saber en qué son «verdaderamente» universales y en qué son poder” (ibid., p. 49). Regresar a la nota 2.


					Chantal Mouffe sostiene que el enfrentamiento agonal, “lejos de representar un peligro para la democracia, es en realidad su condición misma de existencia”, en tanto su naturaleza es pluralista (1979, p. 16). Regresar a la nota 3.


			

		

	
        
            
Introducción

			
            Preliminares

			En las elecciones intermedias de 2015 en Chiapas los partidos políticos se vieron obligados, por sentencia del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), a cambiar sus registros iniciales de candidaturas por nuevos registros paritarios entre hombres y mujeres; de hecho, se estableció la suspensión de las campañas electorales hasta que los partidos políticos no cumplieran con la postulación de candidaturas paritarias. Si bien los partidos realizaron las sustituciones, en su mayoría lo hicieron por mujeres con quienes los candidatos iniciales tenían algún vínculo personal o familiar; es decir, se tergiversó el cumplimiento de la norma. 

			Aun así, lo anterior propició un escenario sin precedentes respecto al número de candidatas nominales a contender por cargos de representación popular; es decir, como nunca, más mujeres estaban disputando algún cargo público. Las constantes y diversas formas en que se violentó a estas mujeres a lo largo del proceso electoral —en el marco de circunstancias como la vigilancia ciudadana de organizaciones como la Red Chiapas por la Paridad Efectiva (REPARE), las denuncias en redes sociales, entre otros— visibilizó con mayor énfasis un fenómeno que algunas personas que estudian el tema han calificado como violencia política de género (ACOBOL, s. f.; Martínez, 2014; Cerva, 2014; Krook y Restrepo, 2016; Mena et al., 2017), categoría de análisis que permite explicar la violencia que se ejerce contra las mujeres que participan en la actividad político-electoral. En la mega elección de 2018, aunque en circunstancias distintas, tal problemática social se presentó nuevamente; de ahí que el interés inicial de quien escribe fuera entender cómo se configuraba dicho fenómeno.

			No obstante, conforme se avanzaba en las revisiones bibliográficas y las consecuentes reflexiones seguían su curso, surgió la inquietud de si un planteamiento formulado en ese tenor redundaría en la crítica que Roberto Castro y Florinda Riquer (2003) hacen respecto a la investigación sobre violencia contra las mujeres que se realiza en América Latina: empirismo ciego y teoría sin dato. Para él y ella, la producción académica sobre ese tema se puede clasificar en acercamientos teóricos, investigación empírica e intervenciones para atender a las mujeres. Sin embargo, afirman que esas aproximaciones no se brindan soporte entre ellas o no están vinculadas entre sí; además, las conclusiones y hallazgos a los que se llega en esos estudios en ocasiones resultan obvios, repetitivos y contribuyen poco a esclarecer la naturaleza del problema y, por tanto, sostienen “que es la falta de una teoría social más sólida que sirva de anclaje a toda esta investigación lo que confiere esa sensación de orfandad a las recomendaciones que se formulan” (Castro y Riquer, 2003, p. 143).

			Pensando en ello, se evidenció el posible riesgo de que al final de esta investigación se concluyera, inevitablemente, que las mujeres son víctimas de violencia cuando compiten por cargos de elección, que el género se relaciona con otros marcadores sociales, como la clase y la raza, con lo que se encrudece tal violencia, y que probablemente las mujeres indígenas y pobres sea sobre quienes más se ejercen diferentes tipos de violencia; es decir, el resultado sería concluir lo que ya se sabe. Fue entonces que surgió un nuevo reto: ¿cómo evitar explicar lo que ya ha sido explicado?

			Es así que, de las muchas ideas planteadas por otras y otros autores, dos se hacían patentes: por un lado, la idea de hacer un planteamiento teórico y, por ende, construir un objeto teórico (Bourdieu, 2002) para producir teoría fundamentada en dato (Strauss y Corbin, 2002), eludiendo así el empirismo ciego (Castro y Riquer, 2003) y, por otro, renunciar al objeto inicial (Foucault, 2014). En otras palabras, hacer un desplazamiento del objeto violencia política de género por ser esta consecuencia de algo y moverse hacia lo que es explicativo de ese algo.

			Para los desplazamientos objetuales fue útil acudir a Michel Foucault, pues para el pensador francés, “…el hospital, como institución, sólo puede comprenderse a partir de algo exterior y general que es el orden psiquiátrico, en la medida misma en que este se articula con un proyecto absolutamente global que apunta a la sociedad en su conjunto y podemos llamar, en suma, higiene pública” (Foucault, 2014, p. 141). Lo que hace el autor, entonces, es un triple desplazamiento del interior al exterior y una renuncia al objeto inicial, es decir, primero sale de la institución hacia el orden que esta representa. El segundo desplazamiento es con respecto a la función de la institución y, por último, se mueve desde un objeto prefabricado hacia la constitución de los campos, dominios y objetos del saber (Foucault, 2014). Por ejemplo, para comprender la locura, la sexualidad o la delincuencia, precisa entender qué tecnología de poder se operativiza en determinado orden institucionalizado.

			Si bien Foucault analiza la sexualidad y la locura como dispositivos producidos por la relación saber/poder, para las intenciones de este libro resulta interesante el carácter producido de esos objetos. Por ello, tratando de realizar un ejercicio de desplazamiento y de renuncia al objeto inicial, para entender la violencia de género contra las mujeres que participan en política se consideró necesario saber quiénes y cómo son las mujeres que participan en política, qué configuraciones sociales les permiten participar y cómo se construye esa sujeto capaz de participar.

			El desplazamiento realizado no es en el sentido institución/función/tecnología de poder (hospital/orden psiquiátrico/higiene pública); más bien se trató de ir del instrumento de dominación de las sujetos a las sujetos constituidas y, de ahí, a cómo se construyeron esas sujetos políticos como nuevo objeto. Planteado así, el desplazamiento da la ventaja de iniciar el análisis en ese orden o a la inversa, pero lo destacable es que el objeto central es teórico y ya no empírico como se proponía al inicio. Además, da la posibilidad no solo de abordar la violencia de género contra las mujeres que participan en política —aunque ya no de manera central—, sino también de aproximarse a la comprensión de quiénes son esas mujeres que participan en política —con lo que se modularía a las sujetos de investigación— y de tener un acercamiento teórico a la construcción de las mujeres como sujetos políticos.

			Inicialmente se pensó trabajar solo con mujeres que participan en la política institucionalizada; sin embargo, de nuevo la revisión bibliográfica, las discusiones teóricas con colegas y amistades y las primeras aproximaciones al trabajo de campo tuvieron efectos en la elección de las sujetos de estudio. Si bien parte central de la investigación era la participación política, la discusión conceptual sobre la política y lo político evidenció la relevancia de aproximarse a otras prácticas políticas o a diversas formas de constituirse en sujeto político que no necesariamente recaen en los marcos institucionales; por ejemplo, las activistas independientes que tienen prácticas más cercanas a lo político —lo fundante— que a la política —lo instituido— y las integrantes de asociaciones civiles con prácticas y formas que en ocasiones recaen en ambos espectros.

			Respecto al por qué en Chiapas, se consideró que esta entidad federativa cuenta con particularidades que, aunque no le son exclusivas, sí es difícil que confluyan todas juntas en otros estados de la república: el carácter multicultural, la desigualdad socioeconómica, su ubicación fronteriza, entre otros aspectos, dotan al estado de una especificidad única en el país; se pretendió que eso se reflejara en una diversidad de perfiles de las sujetos políticos a quienes se entrevistaría. Se planteó dialogar con mujeres que viven y practican la política en diferentes contextos, condiciones y circunstancias; se vislumbró que las características sociales de la entidad federativa permitirían comprender cómo se construyen las mujeres como sujetos políticos considerando diferentes marcadores sociales: el estatus social, la pertenencia o no a un pueblo originario, el estado civil, la situación de maternidad, la edad, etcétera.

            

            
			El problema de investigación

			Si se revisa parte del pensamiento de autores clásicos, como Platón (1988) o Aristóteles (1998), de quienes los han estudiado, como Hanna Arendt (2009), así como el de los denominados padres de la filosofía política liberal, como Rousseau (1999, 2015) o Hobbes (s. f.), sin pasar por alto las críticas feministas a ese pensamiento moderno de Carole Pateman (1996) o Amelia Valcárcel (2013a), puede decirse que, para constituirse como sujetos políticos, no solo las mujeres —sino también ellas— precisan hacer uso de la praxis y la lexis política, intervenir en los asuntos de interés colectivo y que su intervención sea considerada y reconocida en términos de autodeterminación y no de instrumentalización ni de cooptación. 

			Ese reconocimiento puede darse a través de dispositivos de poder (Foucault, 1998) que pueden ser las leyes —normas en un sentido más amplio—, pero la forma en que se les reconoce tiene efectos que moldean de alguna manera. La ley crea beneficiarios/as, becarios/as, servidores/as públicos/as, candidatos/as, etcétera; para tener un lugar en esa categoría habrán de cumplir una serie de requerimientos, obligaciones, estipulaciones, prohibiciones. 

			Así, para que las mujeres puedan acceder a espacios de toma de decisiones, tendrán que ajustarse a las normas escritas y no escritas que regulan quiénes y cómo pueden acceder a esos espacios; la ley crea lo que después dice representar. Ma­ri­chuy,1 por ejemplo, al momento en que acudió al Instituto Nacional Electoral (INE) a manifestar su intención de candidatura ciudadana y cumplir con los requisitos, se convirtió en una sujeto distinta a la que antes era, se transformó en aspirante a candidata ciudadana, pasó de hacer política a hacer política en las instituciones; en ese sentido, la norma es descriptiva pero también prescriptiva y conduce hacia lo que postula. El mismo ejemplo sirve para mostrar la importancia de comprender la conformación del sujeto antes y después de la operación de la norma, en este caso, de la operación del código electoral.

			No obstante, una formulación discursiva, normativa, científica, legislativa y moral no produce en automático verdades o sujetos; más bien, se requiere identificar cómo y qué es lo que permite que algunos discursos produzcan realidades. Por ello resulta pertinente preguntarse con un objetivo comprensivo: ¿cómo se construyen las mujeres como sujetos políticos?, cuestionamiento principal que puede ser acompañado de las siguientes interrogantes adyacentes: ¿cuál es el contexto en el que las mujeres chiapanecas participan en la política?, ¿qué representa la normativa político-jurídica y sus implicaciones en la construcción de las mujeres como sujetos políticos?, ¿qué condiciones de posibilidad se requieren para que las mujeres se construyan como sujetos políticos?, ¿quiénes y cómo son (perfiles) las mujeres que participan en la política en Chiapas?, ¿cuáles son sus prácticas y discursos en tanto sujetos que participan en la política?, ¿cómo significan su participación política?, ¿qué tipo de relaciones e interacciones existen entre lo normativo-institucional y las prácticas políticas de las sujetos políticos?, ¿qué características o especificidades adquieren esas interacciones/relaciones?, ¿con qué otras sujetos y actores se relacionan e interactúan las sujetos políticos?, ¿cómo son esas relaciones/interacciones?

			Una primera aproximación a la pregunta principal, a manera de supuesto, es que las mujeres como sujetos políticos se construyen a partir de tres elementos: uno objetivable externo al sujeto —pero en relación con este— que comprende normas, criptonormas, leyes e instituciones que regulan y pretenden moldear las formas de participación política de las mujeres; otro subjetivado que guarda relación con lo externo, pero que refiere principalmente a la praxis, la lexis y la significación que la sujeto le otorga a ambas; y el tercero que refiere a las interacciones y relaciones de las sujetos con otros sujetos, con las normas y con otros actores políticos.

            

            
			Contexto del lugar del estudio

			El Estado Libre y Soberano de Chiapas es una de las 32 entidades federativas de los Estados Unidos Mexicanos, se localiza en el sureste del país y tiene una extensión de 73,311 km2, es el décimo estado más grande de la federación, representando el 3.7 % del territorio nacional (IEPC, 2018b). Para su organización política y administrativa, la entidad se divide en 125 municipios, 18 de los cuales forman la franja fronteriza que colinda al este y al sur con la República de Guatemala (GECH, 2018; SHECH, 2019).

			De acuerdo con el Censo de Población y Vivienda 2020, la población del estado es de cinco millones 543 mil 828 habitantes, distribuidos por sexo de la siguiente manera: 

            
                
Tabla 1. Población en Chiapas, por sexo, 2020
				
                    
                        	Entidad
                        	Mujeres
                        	%
                        	Hombres
                        	%
                        	Total
                    

				
				
					
							Chiapas
							2,837,881
							51.2
							2,705,947
							48.8
							5,543,828
					

					
							Estados Unidos Mexicanos
							64,540,634
							51.2
							61,473,390
							48.8
							126,014,024
					

				
				
                    
                        	Fuente: Elaborado con información del INEGI (2020).
                    

                 
			

			La misma fuente indica que en México el 6.1 % de la población habla alguna lengua indígena. Chiapas ocupa el segundo lugar nacional con un 28.2 %, se encuentra después de Oaxaca, que tiene el 31.2 %, y antes de Yucatán, que posee el 23.7 %. Desagregado por sexo, tenemos que:

			
				
Tabla 2. Población de 3 años y más hablante de lengua indígena, por sexo, 2020
				
                    
                        	Entidad
                        	Hombres
                        	Mujeres
                        	Total
                    

				
				
					
							Chiapas
							714,600
							745,048
							
							1,459,648

						
					

					
							Estados Unidos Mexicanos
							3,581 198
							3,783,447
							7,364,645
					

				
				
					
							Fuente: Elaborado con información del INEGI (2020).
					

				
			

			De acuerdo con el Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL, 2019), Chiapas es el estado más pobre del país y en el periodo de 2008 a 2018 se le empobreció aún más. La fuente indica que en esa década la población con ingreso inferior a la línea de pobreza por ingresos se incrementó de 78.5  % a 78.9 %; la población con ingreso inferior a la línea de pobreza extrema por ingresos pasó de 48.2 % a 50.7 %; la población en situación de pobreza se redujo ligeramente al pasar de 77.0 % a 76.4 %; la población en situación de pobreza extrema disminuyó de 38.7 % a 29.7 %.

			Mujeres

			En la entidad, por cada 100 mujeres hay 95 hombres. En 2020 el promedio de hijas e hijos nacidos vivos de las mujeres de 12 años y más fue de 2.3, mientras que a nivel nacional es de 2.1 (INEGI, 2020).

			En materia económica, el último censo arrojó que de 2010 a 2020 la tasa de participación económica de las mujeres creció 23.1 %. También que el 38.2 % de la población de 12 años y más que realiza alguna actividad económica son mujeres (INEGI, 2020).

			De acuerdo con el Comité Estatal de Información Estadística y Geográfica de Chiapas (CEIEG, 2019), en 2018 el 56.2 % de las mujeres trabajadoras subordinadas a un empleador contaron con prestaciones laborales; a servicios médicos tuvo acceso el 43.8 %. En ese año, 70 mujeres por cada 100 hombres tuvieron prestaciones laborales, mientras que en servicios de salud la proporción fue 79-100, respectivamente. De las mujeres desocupadas (sic)2 que buscaron empleo, 56.2 % tenía entre 25 y 44 años, 38.4 % entre 15 y 24, y 5.4 % entre 45 y 64. De 2018 a 2019 el grupo que más incrementó la búsqueda de empleo fue el de 15 a 24 años. En ese último año, de las mujeres que buscaron empleo, 62.4 % cursaron el nivel educativo medio superior y superior.

			Aunque no sea visibilizada, parte importante de la economía nacional son las labores de cuidado, trabajo cotidiano que se hace en beneficio propio o de otras personas, aunque por hacerlo no se reciba compensación alguna. Incluye preparar alimentos, lavar, planchar, hacer compras y la limpieza de la casa; además del cuidado de personas menores de 15 años, de mayores de 60, de enfermas y de personas en situación de discapacidad. Al respecto, las cifras de la Encuesta Intercensal 2015 (INEGI, 2016) indican que ese tipo de trabajo recae mayoritariamente en la población femenina, pues según esas estimaciones, de cada 100 personas que dedican tiempo a estas tareas, 70 son mujeres.

			En 2020, Chiapas es una de las tres entidades con menor porcentaje de población de 6 a 14 años que asiste a la escuela, junto con Michoacán y Guanajuato. La tasa de analfabetismo es de 13.7 %, con un total de población analfabeta de 512 mil 720, de la cual 322 mil 586 son mujeres y 190 mil 134 son hombres. La entidad es una de las tres con mayor porcentaje de población analfabeta de 15 años y más, junto con Guerrero y Oaxaca. El grado promedio de escolaridad de la población de 15 años y más en el país es de 9.7, Chiapas se encuentra en último lugar nacional debido a que en la entidad la cifra es de 7.8, que, desagregada por sexo, arroja 8.1 para hombres y 7.5 para mujeres (INEGI, 2020).

			Uno de los temas más relevantes para las mujeres en Chiapas —como en México y el mundo— es el de la violencia. Datos de la Encuesta Nacional sobre la Dinámica de las Relaciones en los Hogares 2016 (INEGI, 2017) indican la prevalencia de violencia entre las mujeres de 15 años y más en el país. Al respecto, el estado presentó la menor proporción, con un 52.4 %, mientras que la Ciudad de México tuvo el valor más alto, con un 79.8 %. A nivel nacional es de 66.1 %, tal como se observa en la siguiente tabla:

			
				
Tabla 3. Prevalencia por tipo de violencia y agresor entre las mujeres de 15 años y más a lo largo de su vida
				
					
							Estimaciones puntuales
							Prevalencia
							Tipo de violencia
					

					
							Emocional
							Física
							Sexual
							Económica o patrimonial
					

				
				
					
							
							Estados Unidos Mexicanos

						
					

					
							Total
							66.1
							49.0
							34.0
							41.3
							29.0
					

					
							Pareja
							43.9
							40.1
							17.9
							6.5
							20.9
					

					
    						Otros agresores
    						53.1
    						26.6
    						23.4
    						38.8
    						13.7
					

					
    						Chiapas
    						52.4
    						37.5
    						26.0
    						26.8
    						19.2
					

					
    						Pareja
    						34.9
    						30.4
    						17.0
    						5.8
    						15.2
					

					
    						Otros agresores
    						37.8
    						18.9
    						14.2
    						24.2
    						7.8
					

				
				
					
							Nota: una misma mujer pudo haber sido violentada por su pareja y por otros agresores; de igual forma, pudo haber padecido más de un tipo de violencia.
					

					
							Fuente: Elaborado con información del INEGI (2017).
					

				
			

			Llama la atención que Chiapas esté por debajo de la estimación nacional y que sea la entidad de menor prevalencia en el país; una posible explicación consiste en “la ausencia de una cultura de denuncia, de un contexto en el que la tradición normaliza e invisibiliza las violencias, así como de la condición marginal —de monolingüismo, analfabetismo y desempleo— de un porcentaje importante de las mujeres del estado” (Fragoso y Luna, 2018, p. 37).

			Las mujeres de 15 años y más que manifestaron haber padecido violencia —emocional, física o sexual— en algún momento de su vida en el ámbito escolar corresponden a un 19.2 %. Haciendo una distribución por lugar de residencia, 21.9 % son mujeres que residen en lugares urbanos y 15.6 % en rurales. Si se hace la distribución por condición étnica, 20.8 % habla alguna lengua indígena y se considera indígena y 18.5 % no.

			
			
    
Tabla 4. Prevalencia de la violencia por ámbito entre las mujeres de 15 años y más a lo largo de su vida
    
        
            	Estimaciones puntuales
            	Prevalencia
            	Pareja
            	Otros agresores
            	Ámbitos
        

        
            	Escolar
            	Laboral
            	Comunitario
            	Familiar
        

    
    
        
            	
                Estados Unidos Mexicanos

            
        

        
            	Total
            	66.1
            	43.9
            	53.1
            	25.3
            	26.6
            	38.7
            	10.3
        

      
            	Chiapas
            	52.4
            	34.9
            	37.8
            	19.2
            	19.8
            	24.8
            	7.6
        

    
    
        
            	Nota: una misma mujer pudo haber sido violentada por su pareja y por otros agresores; de igual forma, pudo haber padecido más de un tipo de violencia.
        

        
            	Fuente: Elaborado con información del INEGI (2017).
        

    


			En el ámbito comunitario, 24.8 % de las mujeres declararon haber padecido algún tipo de violencia. Haciendo la distinción por lugar de residencia, 34.3 % son mujeres que residen en lugares urbanos y 14.1 % en rurales. Si se hace la distribución por condición étnica, 22.1 % habla alguna lengua indígena y se considera indígena y 26.1 % no.

			Por cifras como las anteriores, no extraña que en 2016 se declarara la Alerta de Violencia de Género contra las Mujeres (AVGM) para los municipios de Chiapa de Corzo, Comitán, San Cristóbal de Las Casas, Tapachula, Tonalá, Tuxtla Gutiérrez y Villaflores, aunque también incluyó acciones específicas para la región Altos de Chiapas.3

			Respecto a la efectividad de esa declaratoria, de acuerdo con información oficial (GECH, 2021), el grado de cumplimiento general —considerando todos los municipios chiapanecos en que se declaró la alerta— es del 24 %, pues de un total de 154 indicadores, 117 no han sido cumplidos. Dichos indicadores tienen que ver con medidas de seguridad, de prevención, de justicia y reparación, con la visibilización de la violencia de género y con la emisión de un mensaje de cero tolerancia por parte del ejecutivo estatal.

			El proceso electoral local de 2018

			El 1 de julio de 2018 se realizó la Jornada Electoral para elegir al titular de la gubernatura del estado de Chiapas, 24 diputaciones de mayoría relativa, 16 diputaciones de representación proporcional e integrantes de 124 ayuntamientos.4 En ese año el padrón electoral registraba tres millones 614 mil 584 personas, de las cuales 51.98 % eran mujeres y el resto hombres (INE, 2019). 

			Para cargos en ayuntamientos se registraron como candidatas 434 mujeres (49 %) y 450 hombres (51 %). En las candidaturas a diputaciones hubo un total de 118 candidaturas por mayoría relativa, de las cuales 62 (53 %) correspondieron a mujeres y 56 (47 %) a hombres. Pasado el proceso electoral, en los ayuntamientos, 34 mujeres (28.5 %) resultaron electas como presidentas municipales. El poder legislativo, en su representación de mayoría relativa, quedó integrado por 13 mujeres y 11 hombres (IEPC, 2018a); respecto a la representación proporcional resultaron electas 13 mujeres y tres hombres. La suma total fue de 26 mujeres en el congreso (65 %), de tal forma que 2018-2021 fue el segundo periodo legislativo consecutivo con mayor representación nominal de mujeres.

			Por un lado, ha habido avances en la presencia de las mujeres como responsables del ejecutivo a nivel municipal, pero similar número de candidaturas no se traduce en similar número de presidentas y presidentes municipales. Por otro lado, en el poder legislativo es notorio y hasta ahora sostenido el avance numérico en la representación de las mujeres en las diputaciones locales, logro de suma importancia; sin embargo, aunque se tiene paridad en las candidaturas y esto se refleja en la obtención de escaños, las condiciones en las que compiten las mujeres por los cargos de elección popular no son parejas; de hecho, están permeadas por la denominada violencia política de género.

			Ese es un término que aún se debate en la academia, pero que se encuentra bastante bien posicionado en el ámbito político, jurídico y mediático. Al hacer un seguimiento de medios del proceso electoral, se identificaron formas de violencia ya documentadas por diversos estudios (ACOBOL, s. f.; Martínez, 2014; Cerva, 2014; Krook y Restrepo, 2016; Mena et al., 2017; Freidenberg, 2017), en este caso se trató principalmente de agresiones físicas, verbales, amenazas, intimidaciones, manipulaciones, proporcionarles información falsa, obligarlas o presionarlas para renunciar a su encargo. Un ejemplo: “[…] síndica del Ayuntamiento de San Juan Cancuc, y cuatro regidoras fueron agredidas a golpes por seguidores del alcalde […] para impedir que tomaran posesión del cargo” (Mandujano, 2018, n. d.).

			El caso que más llamó la atención y que mayores reacciones propició a nivel estatal y nacional en ese proceso electoral fue el de la renuncia masiva de mujeres que habían ganado algún puesto de representación popular. La forma en que se fueron dando los acontecimientos hace suponer que no fue coincidencia, veamos.

			Pasada la jornada electoral, el 16 de agosto de 2018 la representante del Partido Verde Ecologista de México (PVEM) solicitó al IEPC le indicara “cuál será el criterio determinante para asignar la Diputación correspondiente, en el supuesto de existir presentación de renuncia y ratificación de la misma, por parte de los candidatos postulados, y que en razón de no existir postulación en las fórmulas subsecuentes de la misma circunscripción, a qué fórmula le correspondería la asignación” (INE, 2018, p. 2). Esa y otra solicitud del 24 de agosto en el mismo sentido y por parte de la misma persona, a decir de la entonces consejera electoral del IEPC, Laura León (2018), activó las alertas del instituto. 

			Tras la solicitud de la representante del PVEM, comenzaron a renunciar atípicamente mujeres a los cargos para los que habían sido electas, al 10 de septiembre se tenían registradas 43 renuncias de mujeres:

			con la particularidad de que en el caso del PVEM renunciaron todas las mujeres candidatas postuladas como diputadas de representación proporcional, a pesar de que a ese partido político le puede corresponder una curul por ese principio y necesariamente se tendría que asignar a una candidata mujer, mientras que en algunos municipios también renunciaron todas las candidatas mujeres postuladas por un determinado partido político que, en cada caso, tiene derecho a una regiduría por el principio de representación proporcional que debía ser asignada a una candidata mujer (INE, 2018, p. 3).

			Ese acontecimiento generó reacciones de diversas actoras y actores políticos, por lo que trascendió de asunto local a posicionarse en la agenda pública y mediática nacional. Instituciones electorales, activistas, columnistas y personas de la academia conjuntaron esfuerzos para contrarrestar la intentona de los partidos políticos de violentar los derechos políticos de las mujeres. Entre dichas reacciones se encuentra las siguientes:

			
					Instituciones electorales: activaron el Protocolo de violencia política contra las mujeres en razón de género; realizaron comunicados, conferencias de prensa; conformaron comisiones y comités; organizaron un conversatorio; emitieron criterios de interpretación para la asignación de diputaciones e integrantes de los ayuntamientos en relación con el principio de paridad de género (en el caso del INE) y aprobaron los acuerdos IEPC/CG-A/179/2018 y IEPC/CG-A/180/2018 para la asignación de diputaciones y regidurías plurinominales (en el caso del IEPC).

					Sociedad civil: realizaron denuncias públicas, pronunciamientos; exigieron públicamente la actuación de autoridades electorales.

					Senadoras y diputadas federales: tomaron la tribuna, realizaron pronunciamientos, exigieron la actuación de autoridades electorales, elaboraron exhortos y puntos de acuerdo.

					El ejecutivo estatal: ante la presión política, mediática y de la sociedad ci­vil, mandó una iniciativa al congreso local para —supuestamente— garantizar que espacios de elección popular que correspondieran a mujeres no fuesen ocupados por varones; no obstante, al seguir vigente el proceso electoral, por ley, dicha iniciativa no podía ser discutida en ese momento en el poder legislativo.

					Mujeres que desistieron a renunciar: después de la reacción de las diferentes actoras y actores políticos y electorales, algunas mujeres que habían presentado su renuncia al cargo de elección popular se presentaron ante el IEPC para desistir.

			

			Un aspecto importante para considerar es lo que la entonces consejera Laura León (2018) refiere como sororidad organizativa; es decir, a partir de las renuncias masivas, diferentes actoras y actores reaccionaron de manera contundente para impedir que los partidos políticos “se salieran con la suya”. Instituciones electorales, activistas, académicas, diputadas y senadoras utilizaron los medios a su alcance para contrarrestar el machismo y la violencia partidista. Quizás el más poderoso de esos medios fue la voz y la palabra escrita, de ahí que sus estrategias —consistentes en conversatorios, pronunciamientos, conferencias y columnas periodísticas— hayan tenido los efectos deseados, entre ellos, evidenciar y hacer recular la intentona de los partidos políticos.

			El panorama entre 2018 y 2021

			Considerando los tiempos, lo anterior podría ser catalogado como violencia electoral en virtud de que aconteció cuando se encontraba en curso el proceso electoral. No obstante, la violencia por razones de género contra las mujeres que participan en la actividad política no se acaba cuando finaliza dicho proceso; quienes resultan electas también son violentadas en el ejercicio del encargo o incluso al no dejarlas ejercerlo. Se podría decir que, al igual como se ha documentado en otros ámbitos, en la política también se da un continuum de la violencia; si bien pudiera no ser exactamente contra las mismas mujeres que lo padecieron en cam­pa­ña —aunque en muchos casos sí—, es contra las mujeres como género. Es un continuum de la violencia porque se trata de un proceso que se explica en función de las conexiones entre espacio, agente, circunstancias socioculturales, etcétera (Fragoso, 2016).

			Así, de 2018 a 2021, medios de comunicación y organizaciones sociales —concretamente la REPARE— denunciaron y colocaron en la palestra casos en los que a las mujeres se les violentó e impidió ejercer el cargo para el que fueron electas. Aunque no es exclusivo de los municipios catalogados como indígenas, sí es en estos en los que mayoritariamente se presentaron violaciones a los derechos de las mujeres políticas.

			Por ejemplo, en los municipios de San Lucas y Simojovel, aunque en 2018 se eligieron mujeres como presidentas municipales, los que gobernaron de facto fueron sus esposos; caso similar al de Aldama, donde, tras el asesinato del esposo que usurpaba las funciones, le siguió otro hombre que hizo lo mismo. En San Juan Cancuc, a la síndica le impidieron tomar protesta; en Santiago el Pinar, a una regidora le impidieron ejercer el cargo y cobrar sus emolumentos, incluso después de que ambos casos fueron llevados a los tribunales y estos fallaron a su favor. 

			En Chalchihuitán, el panorama tampoco fue bueno para las mujeres políticas; por un lado, la presidenta municipal fue detenida por la policía por presuntamente desviar recursos y, por el otro, el congreso local la separó del cargo a nueve meses de iniciada su gestión —lo cual es muy extraño pues, por ley, la cuenta pública se tendría que entregar hasta seis meses después del momento en que la detuvieron—. Posterior a ello, una regidora del mismo municipio denunció amenazas, hostigamiento y que su firma fue falsificada para renunciar a su cargo. Respecto al primer caso, la REPARE comentó: 

			
				La presidenta de Chalchihuitán es una mujer Maya Tsotsil […] Las mujeres indígenas en cargos de autoridad en los ayuntamientos se enfrentan a múltiples retos, como la falta de experiencia y otras agravantes de carácter estructural. Ella se encuentra en desventaja para el ejercicio del cargo, ya que no tiene pleno dominio en la lectoescritura, y tiene dificultades en la comunicación en la lengua española. La combinación de estos factores las expone a que puedan firmar documentos, cuyo contenido y alcance desconocen, involucrándose en actos de malversación del erario público (sic). Esta situación es preocupante en virtud que pone en una situación de riesgo a un significativo número de alcaldesas que gobiernan las 33 presidencias municipales en Chiapas (REPARE, 2019, p. 1).

			

			Otro caso que fue de conocimiento público fue el ocurrido en Pantelhó, cuyo presidente municipal realizó acoso sexual agravado en contra de dos funcionarias públicas, mismas que, a pesar de las amenazas, lo denunciaron. Después de pasar por diversas instancias que al principio no les resolvían, cuando el caso se hizo mediático y la sociedad civil presionó, el agresor fue destituido de su cargo y se ejerció la acción penal contra él.

			Además de esos, otros municipios considerados indígenas en los que se conocieron casos son Bochil, Chanal, Mitontic y Oxchuc. Pero también ocurrió en municipios que no son clasificados en esa categoría, tales como Arriaga, Berriozábal, Cintalapa, Coapilla, Ostuacán, Tapilula, Tapachula, Tonalá y Tuxtla Gutiérrez. Res­pec­to a los municipios indígenas, la investigadora Araceli Burguete comenta:

			
				los hombres que usurpan los cargos de las mujeres no son cuestionados, más bien, sus acciones y actitudes son legitimados como prácticas culturales, justificados en una gramática de usos y costumbres, por lo que existe la preocupación sobre si la dupla simulación tolerada-usurpación permitida volverá a repetirse para 2021, refrendándose la violencia política en razón de género, que se ha generalizado en los últimos cinco años (2015-2019) en los municipios indígenas de Chiapas (Burguete, 2020, p. 23).

			

			Al referirse a la simulación tolerada-usurpación permitida, la autora hace una doble crítica; por un lado, a las prácticas para evadir, alterar y al final simular e incumplir con las leyes electorales, concretamente la de paridad; y por el otro, a las instituciones electorales y los poderes gubernamentales, pues estos en muchas ocasiones no solo conocen sino que consienten los casos en los que los hombres usurpan el cargo que les corresponde a las mujeres. Ello quedó de manifiesto en eventos oficiales en los municipios a los que acudían funcionarios del gobierno estatal, los cuales trataban y reconocían, como si fueran presidentes municipales, a los hombres usurpadores, y a las mujeres —que son las presidentas constitucionales— las relegaban.

			Es evidente que el contexto político en Chiapas es complicado —por decir lo menos— para las mujeres que participan en ese ámbito. Sin embargo, no se puede omitir que en lo jurídico-legislativo recientemente ha habido avances importantes, aunque, dicho sea de paso, llevamos 30 años de avances de ese tipo y aún no se ha logrado la igualdad sustantiva. 

			De cualquier forma, resulta relevante el decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación (DOF) el 13 de abril de 2020 por el que se reforman diversas leyes generales en materia electoral, penal y administrativa para tipificar como delito la violencia política contra las mujeres en razón de género y establecer sanciones que van desde negativas de registro de candidatura, multas y hasta seis años de prisión a quienes la ejerzan. Esa reforma federal obliga a los congresos estatales a armonizar sus leyes locales, lo cual ocurrió en Chiapas y se publicó el 29 de junio de 2020 en el Periódico Oficial (PO).

			Otro avance en esa materia es el Acuerdo del Consejo General del INE (2020) por el que se aprueban los Lineamientos para la integración, funcionamiento, actualización y conservación del Registro Nacional de Personas Sancionadas en Materia de Violencia Política contra las Mujeres en Razón de Género, el cual, entre otros aspectos:

			
				prevé que todas las autoridades electorales, tanto locales como federales, en el exclusivo ámbito de su competencia implementen los mecanismos que consideren adecuados para compartir y mantener actualizada la información respecto de las personas que han incurrido en violencia política en razón de género, de tal manera que el registro nacional se alimente de los registros locales que correspondan, una vez que esté debidamente conformado el primero mencionado (INE, 2020, p. 8).

			

			Esos avances jurídicos —todos relevantes— se pusieron a prueba en la elección local de 2021, en la que se eligieron 40 diputaciones y 117 presidencias municipales5 (IEPC, 2021a); mismos que no fueron suficientes para evitar que la violencia contra las mujeres que se dedican a la política se hiciera presente. Solo durante enero y septiembre de 2021, meses en los que ya se desarrollaba el proceso electoral —incluyendo el periodo de campañas de mayo y junio, la jornada electoral del 6 de junio y los posteriores cómputos de la votación—, el IEPC (2021c) indica que atendió 48 casos de mujeres —entre ellas representantes populares, funcionarias electorales, militantes de partidos, aspirantes a candidaturas— que refirieron haber padecido diversas manifestaciones de violencia política en razón de género, tales como obstrucción de sus funciones, ocultamiento de información, obstaculización de su registro como candidatas, hostigamiento y acoso sexual, agresiones físicas, difamación, intimidación y amenazas vías telefónica, WhatsApp y redes sociales. Quienes las violentaron, de acuerdo con los testimonios de ellas, fueron funcionarios públicos, candidatos, militantes de partidos, representantes de partidos en las juntas electorales, entre otros.

			Aún con todo ello, en la elección de 2021 las mujeres ganaron 25 diputaciones y 17 presidencias municipales. En términos numéricos, en los municipios hubo un retroceso para ellas respecto a la elección anterior, pues su presencia nominal como presidentas pasó del 28.5 al 14.5 %; de todas formas, recordemos que, aunque en 2018 las mujeres habían ganado en 34 municipios, la mayoría de estos fueron de facto gobernados por hombres. En el caso de las diputaciones locales, el porcentaje de mujeres pasó de 65 a 62.5 (IEPC, 2021b), será la tercera legislatura consecutiva con mayor número de diputadas que de diputados.

			Esa mayoría de mujeres en el congreso local no significa mayor poder de facto para ellas, pues en la Junta de Coordinación Política, de seis integrantes solo dos son mujeres; además, las comisiones legislativas más relevantes serán presididas por hombres, por ejemplo, la de Gobernación y Puntos Constitucionales, la de Justicia y la de Hacienda, mientras que las de Educación y Cultura, Salubridad y Asistencia, Atención a Grupos Vulnerables, Atención a la Mujer y a la Niñez, entre otras, serán presididas por mujeres (lviii Legislatura, 2021); es decir, pareciera que en ese espacio político se replica el prejuicio de que las mujeres son más cercanas a labores vinculadas al cuidado de los otros y los hombres son mejores en los temas de la “alta” política.

			En síntesis, el panorama sigue siendo de claroscuros. Por un lado, se tienen avances en lo jurídico-legislativo y, por el otro, las prácticas políticas cotidianas siguen siendo violentas para las mujeres. Eso es un reflejo de que lo más difícil de cambiar no son las leyes sino las formas de pensar, los códigos culturales y las estructuras de poder; todo eso llevará más tiempo en transformarse, pero confiemos en que sucederá y que la norma no escrita será la igualdad sustantiva entre hombres y mujeres.

			Estructura del libro

			Además de este apartado introductorio, el libro está compuesto por cuatro capítulos. En el 1 se presenta el estado de la cuestión construido a partir de la bibliografía revisada, se aborda parte de las propuestas teóricas de cuatro autoras paradigmáticas y se da cuenta de cómo es que estas siguen vigentes en los enfoques identificados en la literatura reciente, mismos que pueden ser referidos como: con énfasis en las libertades, interseccional, poscolonial y de las sexualidades disidentes. De igual manera, se enuncian de forma sucinta los abordajes metodológicos utilizados en dicha literatura. Ese capítulo cierra con algunos elementos de discusión identificados en los textos leídos, de los cuales emerge la pretendida aportación de esta investigación.

			En el 2 se muestra lo correspondiente a las herramientas teórico-metodológicas utilizadas, se abordan aspectos de la teoría feminista, el género en tanto teoría y categoría de análisis, y la posibilidad de intersectar a esta última con otras categorías. En cuanto a la metodología y el trabajo de campo, se indican las estrategias implementadas y los procedimientos ejecutados para analizar la información recabada; ese subapartado, al igual que el capítulo, termina con la caracterización de las mujeres que participaron en el estudio.

			El capítulo 3 bien puede considerarse la parte central de este libro, pues plantea la propuesta surgida de la investigación respecto a cómo es que se construyen las mujeres como sujetos políticos, se indica qué es lo que arrojaron los elementos objetivable, subjetivado y relacional, así como los efectos de la subjetivación política identificados en los testimonios de las mujeres entrevistadas.

			El capítulo 4 merece una mención aparte pues, como se indicará más adelante, de manera inicial se realizaron desplazamientos objetuales que restaban centralidad al estudio de la violencia; sin embargo, al momento de realizar el trabajo de campo y de forma particular en la interacción con las entrevistadas, el tema era una constante, emergía de manera recurrente aun sin que se les cuestionara sobre ello, principalmente con quienes han sido candidatas, representantes populares o funcionarias. Dado que la información recabada era suficiente para hacer un análisis respecto a la violencia que viven las mujeres que se dedican a la política, se incluyó como capítulo final en el que, además, se reflexiona en torno a si dicha violencia puede ser parte del proceso de subjetivación o desubjetivación política.

			Al término del capitulado se presentan las conclusiones a las que se ha llegado considerando las respuestas obtenidas a las preguntas de investigación planteadas, así como algunas reflexiones metodológicas y una serie de preguntas que podrían constituir una futura agenda de investigación.
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